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González Vargas, Troadio, Juez ponente  
 

SENTENCIA   
 
  En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

 Mediante los recursos consolidados de referencia, la señora Laura 

Nilda Virella Nieves y Oriental Bank apelan la Sentencia Parcial emitida por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón (TPI). Mediante el 

referido dictamen, notificado el 24 de agosto de 2017, el TPI desestimó con 

perjuicio la acción sobre nulidad de sentencia incoada en el pleito de autos.  

 Por los fundamentos que se exponen a continuación, revocamos la 

Sentencia Parcial apelada.   
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I 

 Debemos resolver si en el presente caso (D AC2016-1974), el TPI 

erró al no anular una sentencia dictada en un pleito anterior (D AC1999-

1232). La correcta adjudicación de esta controversia aconseja abordar, en 

primer término, los incidentes procesales suscitados en el pleito inicial. 

Vistos en conjunto ambos casos, estamos ante una cadena de eventos que 

se ha extendido por casi veinte años. Por tanto, procedemos a resaltar los 

eventos procesales pertinentes únicamente al asunto en controversia.  

 En el año 1977, Laura Nilda Virella Nieves (señora Virella) y Gilbert 

Matos Díaz (señor Matos) contrajeron matrimonio bajo el régimen 

económico de la Sociedad Legal de Bienes Gananciales. A mediados del 

año 1999, la pareja se divorció.1 Tres años después, la señora Virella inició 

un pleito sobre liquidación de bienes gananciales (D AC1999-1232). Entre 

los bienes se encontraba una propiedad inmueble que el entonces 

matrimonio adquirió en la Urbanización Flamboyán Gardens en el 

municipio de Bayamón (en adelante, el inmueble).   

 Luego de iniciado el caso, en abril de 2001, el señor Matos presentó 

ante la Corte de Quiebras de los EE.UU. para el Distrito de Puerto Rico una 

Petición de Quiebra al amparo del Capítulo 13 de la Ley Federal de 

Quiebras, 11 USC sec. 1301 et seq.2 Desde ese momento, el pleito ante el 

TPI quedó paralizado en virtud de las normas sobre paralización 

automática ordenadas por la referida Ley. Véase, 11 USC sec. 362(a). La 

señora Virella conoció del pleito de quiebra, toda vez que fue incluida como 

acreedora en el caudal de quiebra.  

 No empece a lo anterior, la señora Virella -asistida por su entonces 

abogada- continuó tramitando el pleito en el TPI, el cual desconocía del 

procedimiento ante la Corte de Quiebras.  De ese modo, y sin que el señor 

Matos lo supiera, la señora Virella logró solicitar y obtener la anotación de 

rebeldía en contra del señor Matos y, posteriormente, una sentencia en 

                                                 
1 La sentencia de divorcio fue notificada el 23 de septiembre de 1999 en el caso D DI1997-
2590.  
2 In re: Gilbert Matos Díaz, Case No.: 01-04212 (ESL).  
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rebeldía. Esta última fue dictada el 18 de junio de 2001.3 Mediante dicha 

sentencia, el TPI adjudicó a la señora Virella la titularidad exclusiva del 

inmueble antes mencionado. Ello, una vez efectuara el pago de la 

participación final que correspondía al señor Matos.  

 Enterado de lo acontecido a espaldas de la Corte de Quiebras, en 

octubre de 2002, el señor Matos solicitó que dicho foro impusiera sanciones 

a la señora Virella por haber violentado la orden paralización que recayó 

sobre el pleito ante el TPI. La Corte de Quiebras le exigió a la señora Virella 

rendir cuentas y, ante ello, ésta suscribió una estipulación con el señor 

Matos mediante la cual solicitaría al TPI dejar sin efecto la sentencia en 

rebeldía dictada el 18 de junio de 2001, a cambio de que no se impusieran 

las sanciones que en derecho procedían. En dicha estipulación, aprobada 

por la Corte de Quiebras el 7 de marzo de 2003, la señora Virella se obligó, 

entre otros asuntos, a lo siguiente:  

[D]ebtor and creditor Laura N. Virella Nieves agree to the lift 
of stay in relation with case A AC 1999-1232 in order to 
liquidate the conjugal partnership assets without the need to 
file any other motion. Creditor, Laura N. Virella Nieves shall 
request from the Superior Court that de default judgment 
[sentencia en rebeldía] against defendant (debtor) [señor 
Matos], which was entered after the filing of the 
bankruptcy petition be set aside [sea relevada].4  
 

 La señora Virella incumplió su obligación. De hecho, el 9 de mayo 

de 2006 – nuevamente por conducto de su abogada- solicitó la ejecución 

de la sentencia en rebeldía.5 Así las cosas, el 26 de mayo de 2006, el TPI 

dictó orden para que el Alguacil del TPI compareciera en representación 

del señor Matos y suscribiera la escritura de liquidación de bienes 

gananciales ante un notario. En respuesta, el 5 de junio de 2006, el señor 

Matos presentó una Moción urgente solicitando paralización de 

procedimientos post-sentencia.6 En síntesis, trajo a la atención del TPI la 

obligación asumida de la señora Virella de solicitar el relevo de la sentencia 

en rebeldía, conforme estipulado por las partes ante la Corte de Quiebras, 

                                                 
3 Véase el apéndice del recurso KLAN201800362, págs. 4-11.  
4 Id., pág. 12. (Énfasis nuestro).  
5 Id., págs. 15-16.  
6 Id., págs. 19-31.  
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para que el pleito sobre liquidación de bienes gananciales comenzara 

nuevamente. Aún luego de presentada la Moción Urgente, el 16 de junio 

de 2006, la señora Virella procedió a inscribir la propiedad inmueble a su 

nombre.7  

 Al cabo de varios días, el 22 de junio de 2006, el TPI dejó sin efecto 

la orden del 26 de mayo 2006 sobre mandamiento de ejecución.8 

Igualmente, le ordenó a la representante legal de la señora Virella -la Lcda. 

Rita Marchese Torres- a mostrar causa por la cual no debía ser sancionada 

por haber inducido a error a dicho foro. En medio de estos trámites, el 11 

de julio de 2006, la señora Virella obtuvo un préstamo con Oriental Bank y 

constituyó una hipoteca sobre el inmueble para garantizar un pagaré por la 

suma principal de $60,000.00.9 Desde entonces, la propiedad quedó 

afectada por dicho gravamen hipotecario.  

 Por su parte, el 15 de febrero de 2007, el TPI notificó una resolución 

en la que finalmente dejó sin efecto la sentencia en rebeldía dictada en el 

año 2001.10 Con ello, dicho foro dio curso a un nuevo litigio sobre 

liquidación de bienes gananciales, pues concluyó que:  

[n]o hay lugar a dudas que la estipulación [ante la Corte de 
Quiebras] deja sin efecto la sentencia en rebeldía. Ambas 
partes estuvieron representadas por abogado[s] en el 
proceso ante la Corte de Quiebras y no pueden ahora 
impugnar el contenido de esa estipulación, que a todos los 
efectos era un contrato de transacción…con esa estipulación 
se persiguió que el aquí demandado [señor Matos] tuviera la 
oportunidad de que su caso se viera en los méritos.11  
 

 La mencionada resolución advino final y firme, luego que este foro 

intermedio y el Tribunal Supremo denegaran su revisión. De ese modo, el 

pleito se ventiló -por primera vez- en sus méritos ante el TPI. Luego de 

varios incidentes procesales, el 16 de abril de 2013, el TPI notificó la 

                                                 
7 Escritura Núm. 2 de Compraventa por orden judicial, otorgada ante el notario Ángel A. 
Rivera Domínguez y presentada en el Registro de la Propiedad de Bayamón, Sección 
Primera, al folio 18 del tomo 1962 de Bayamón, 10ma inscripción, finca núm. 27637. Véase 
la Escritura en Id., págs. 32-39.  
8 Id., pág. 55.  
9 Véase el Pagaré en Id., págs. 56-60, y la Escritura Núm. 363 sobre constitución de 
hipoteca en Id., págs. 61-100.  
10 Id., págs. 108-111.  
11 Id., págs. 110-111.  
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sentencia en el caso y adjudicó las participaciones a las que cada parte 

tenía derecho.12  

 Inconforme con algunas de las determinaciones, todas ajenas a la 

controversia que nos ocupa, el señor Matos presentó un recurso de 

apelación ante este Foro.13 Un panel hermano concurrió con los 

planteamientos del señor Matos acerca de los errores señalados, por lo que 

devolvió el caso al TPI para los procedimientos ulteriores. El foro primario 

celebró una vista argumentativa y, el 25 de enero de 2016, el TPI emitió 

una nueva sentencia en la que finalmente liquidó todos los bienes de la 

entonces Sociedad Legal de Bienes Gananciales habida entre las partes 

en cumplimiento con las encomiendas dadas por este Tribunal. Resulta 

menester destacar que mediante su decisión, el TPI ordenó la anulación de 

la Escritura de compraventa por orden judicial que la señora Virella inscribió 

en el Registro de la Propiedad y que consignaba la titularidad exclusiva del 

inmueble.  También se decretó la nulidad de la inscripción registral de la 

referida escritura y de la hipoteca constituida. De ese modo, el 1 de julio de 

2016, el señor Matos solicitó ante el Registro de la Propiedad de Bayamón 

la cancelación de todas las inscripciones que se generaron a partir de la 

presentación de la Escritura de Compraventa por orden judicial, asi como 

el gravamen hipotecario inscrito a favor de Oriental Bank. Adviértase que 

dicho banco nunca fue incluido como parte en el pleito D AC1999-1232. La 

sentencia del 25 de enero de 2016 advino final y firme. 

 En vista de esto último, el 26 de octubre de 2016, la señora Virella 

instó el pleito de epígrafe sobre sentencia declaratoria y nulidad de 

sentencia (D AC2016-1974).14 Allí acumuló como codemandados al señor 

Matos y Oriental Bank, y solicitó que se anulara la sentencia del 25 de enero 

de 2016 -que ordenó la cancelación de las inscripciones registrales- bajo el 

fundamento de ausencia de parte indispensable en dicho pleito, a saber, 

Oriental Bank. Según la señora Virella, sin Oriental Bank “[n]o se podía 

                                                 
12 Id., págs. 115-144.  
13 KLAN201301853.  
14 Apéndice del recurso KLAN201800362, págs. 145-150.  
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adjudicar el pleito, toda vez que sus derechos [los del banco] se verían 

afectados con la anulación en el Registro de la Propiedad de los asientos 

provocados por la [Escritura de Compraventa por orden judicial].15 Por todo 

lo cual, la señora Virella solicitó la anulación de dicho dictamen y que se 

“reestableciera el estado de derecho anterior,” que le reconoció “titularidad 

exclusiva” del inmueble, conforme a la sentencia en rebeldía del 18 de junio 

de 2001 en el pleito D AC1999-1232.  

 El señor Matos contestó la demanda y defendió la corrección de lo 

ordenado en la sentencia.16 Además, presentó una reconvención contra la 

señora Virella, así como una demanda contra tercero contra la abogada de 

ésta, la Lcda. Rita Marchese Torres, exigiéndoles una indemnización 

ascendente a $50,000.00 por los daños y perjuicios que le ocasionaron con 

la tramitación fraudulenta del pleito anterior. Además, solicitó la concesión 

de honorarios de abogado por una suma no menor de $3,000.00.  

 Oriental Bank también contestó la demanda y, en síntesis, alegó ser 

acreedor hipotecario de buena fe, por lo que suscribió las alegaciones de 

la señora Virella en torno a la necesidad de haber sido acumulado en el 

pleito anterior como parte indispensable.17 Ello, toda vez que en dicho 

procedimiento se dilucidaba la existencia y validez del derecho real de 

hipoteca que ostentaba sobre la propiedad en controversia. Asimismo, 

Oriental Bank presentó una reconvención contra la señora Virella y solicitó 

el saldo del balance de préstamo, de conformidad con la cláusula de 

aceleración convenida en la hipoteca.  

 EL 8 de mayo de 2017, la señora Virella presentó una solicitud de 

sentencia sumaria.18 En esencia, planteó que no existía controversia 

alguna sobre el hecho que cuando se dictó la sentencia del 25 de enero de 

2016 en el pleito D AC1999-1232, Oriental Bank no fue acumulado como 

parte en el mismo. De ese modo, la señora Virella discutió la figura de la 

parte indispensable, conforme surge de nuestras Reglas de Procedimiento 

                                                 
15 Id., pág. 149.  
16 Id., págs. 151-158.  
17 Id., págs. 159-167. 
18 Id., págs. 213-226.  
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Civil y la jurisprudencia interpretativa, y arguyó que Oriental Bank era, como 

cuestión de derecho, una parte indispensable, sin cuya presencia no se 

podía dictar la referida sentencia. Oriental Bank se unió al pedido de la 

señora Virella.19  

 Por su parte, el 26 de junio de 2017, el señor Matos presentó su 

oposición. En síntesis, arguyó que todas las complicaciones suscitadas en 

el pleito D AC1999-1232, las cuales pretendía “corregir” en el presente 

caso, fueron ocasionadas por la conducta frívola y fraudulenta de la señora 

Virella, quien, a sabiendas de que el primer pleito estuvo paralizado, 

continuó con su tramitación. Igualmente, añadió que esta siempre conoció 

de la estipulación ante la Corte de Quiebra y del efecto que ello surtiría, 

más lo ignoró. Según el señor Matos, todas las posibles causas de nulidad 

involucradas en el pleito obedecieron a los actos culposos de la señora 

Virella, según lo reconoce la doctrina de los actos propios. Ante ello, solicitó 

que se denegara su solicitud de sentencia sumaria y que el pleito 

continuara su marcha con respecto a su reconvención y demanda contra 

tercero.  

 Finalmente, el 24 de agosto de 2017, el TPI notificó la Sentencia 

Parcial apelada y desestimó con perjuicio la acción de nulidad de sentencia 

y sentencia declaratoria incoada por la señora Virella. De ese modo, 

quedaron pendientes la adjudicación de la reconvención del señor Matos, 

su demanda contra tercero contra la Lcda. Rita Marchese Torres, y la 

reconvención de Oriental Bank.20  

 El foro primario razonó que Oriental Bank no era parte 

indispensable, pues, en esencia, su garantía hipotecaria nunca existió. Ello 

así, toda vez que “[l]a escritura que dio base a su derecho hipotecario era 

nula y el pleito [D AC1999-1232] era uno de liquidación de una comunidad 

de bienes entre las partes necesarias, que era el señor Matos y la señora 

Virella”.21 Sin embargo, el TPI añadió que la anterior conclusión no 

                                                 
19 Id., págs. 285-288.  
20 Id., págs. 367-392.  
21 Id., pág. 391.  
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invalidaba la obligación personal principal contraída entre la señora Virella 

y Oriental Bank, por lo que en el presente pleito se podía atender la acción 

personal de cobro de dinero, según incoada por el banco en su 

reconvención.  

 En desacuerdo, tanto la señora Virella como Oriental Bank, 

presentaron sus respectivas mociones de reconsideración.22 Ambos 

argumentaron que Oriental Bank sí era parte indispensable en el pleito 

anterior por ser -independientemente de las transacciones registrales 

invalidadas- un acreedor hipotecario de buena fe cuyo derecho real podía 

quedar invalidado. Ante tal amenaza, indicaron que el debido proceso de 

ley le reconocía a Oriental Bank el derecho a ser acumulado en dicho pleito 

para que pudiera plantear las defensas que estimara procedentes. A tono 

con esto último, ambos invitaron al foro primario a examinar lo resuelto por 

el Tribunal Supremo en Romero v. S.L.G. Reyes, 164 DPR 721 (2005), 

respecto al reconocimiento de un acreedor hipotecario como parte 

indispensable en un pleito, independientemente se decrete la nulidad 

absoluta de la obligación principal.  

 El 6 de marzo de 2018, el TPI denegó ambas solicitudes de 

reconsideración.  

 Oportunamente, tanto la señora Virella como Oriental Bank, 

presentaron ante este Foro sus respectivos recursos de apelación, cuya 

consolidación posteriormente ordenamos. Ambos argumentan que procede 

revocar el dictamen en cuestión basado en los siguientes señalamientos 

de error:  

KLAN201800362 (señora Virella): 
 

1. Erró el Tribunal de Primera Instancia al concluir que el 
acreedor hipotecario, Oriental Bank, no era una parte 
indispensable en el caso civil núm. D AC1999-1232, y 
desestimar por la vía sumaria la demanda de nulidad de 
sentencia presentada por la apelante bajo dicho fundamento. 
  
2. Erró y abusó de su discreción el Tribunal de Primera 
Instancia al declarar Con Lugar la moción de sentencia 
sumaria presentada por el apelado Gilbert Matos Díaz, a 

                                                 
22 Id., págs. 393-399 (señora Virella); págs. 400-406 (Oriental Bank).  
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sabiendas de que la misma no le fue notificada a la apelante 
de conformidad con la Regla 67.1 de Procedimiento Civil.   
 

KLAN201800363 (Oriental Bank) 
 

1. Erró el TPI al desestimar la demanda con perjuicio y declarar 

que Oriental Bank no era parte indispensable en el pleito civil 

Laura N. Virella Nieves v. Gilbert Matos Díaz,  

D AC1999-1232, sobre liquidación de bienes gananciales.  

Perfeccionados y examinados ambos escritos, con la 

comparecencia del señor Matos, estamos en posición de adjudicar el 

asunto ante nuestra consideración.  

II 

A. La parte indispensable  

 La Regla 16.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, atiende la 

figura de la parte indispensable en un pleito en marcha, disponiendo que:   

Las personas que tengan un interés común sin cuya 
presencia no pueda adjudicarse la controversia, se harán 
partes y se acumularán como demandantes o demandadas, 
según corresponda. Cuando una persona que deba unirse 
como demandante rehúse hacerlo, podrá unirse como 
demandada. Id.   
 

Una parte indispensable es aquella que “[t]iene tal interés en la cuestión 

envuelta en la controversia que no puede dictarse un decreto final entre las 

partes en la acción sin lesionar y afectar radicalmente su interés, o sin 

permitir que la controversia quede en tal estado que su determinación final 

haya de ser inconsistente con la equidad y una conciencia limpia.” Colón 

Negrón et al. v. Mun. Bayamón, 192 DPR 449, 510 (2015); Cirino González 

v. Adm. Corrección et al., 190 DPR 10, 46 (2014).   

 Conforme ha establecido nuestra jurisprudencia, el aludido precepto 

se fundamenta en dos axiomas: primero, en la protección constitucional 

que impide que las personas sean privadas de su libertad o propiedad sin 

un debido proceso de ley, y segundo, en la necesidad de que se emita un 

decreto judicial completo. Colón Negrón et al. v. Mun. Bayamón, supra; 

Cepeda Torres v. García Ortiz, 132 DPR 698, 704 (1993).     

  Por tanto, el interés de esta parte debe ser de tal magnitud que 

impida la concesión de un remedio sin afectarlo. García Colón et al. v. 

Sucn. González, 178 DPR 527, 549 (2010). Véase, además, J.A. Cuevas 
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Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 2da ed., San Juan, Ediciones 

JTS, 2011, Tomo III, pág. 691. De una parte considerarse como 

indispensable, se acumulará como demandante o demandado, según 

proceda.   

 Es menester señalar que, ante la ausencia de una parte 

indispensable, los tribunales carecen de jurisdicción para resolver la 

controversia. Pérez Rosa v. Morales Rosado, 172 DPR 216, 223 (2012). 

Es por ello que, al incidir tal ausencia en la jurisdicción del tribunal, debe 

desestimarse la acción. Id.; Véase también la Regla 10.2 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2.  Inclusive, la falta de parte indispensable es 

un argumento que puede traerse en cualquier parte del litigio, incluso en la 

etapa apelativa. Pérez Rosa v. Morales Rosado, supra. Así, pues, la 

ausencia de parte indispensable constituye una defensa irrenunciable. 

Sánchez v. Sánchez, 154 DPR 645 (2001).  

 En nuestro ordenamiento jurídico, es norma firmemente establecida 

que la determinación de si procede acumular a una parte depende de los 

hechos específicos de cada caso particular. Pérez Rosa v. Morales 

Rosado, supra; Granados v. Rodríguez Estrada II, 124 DPR 593 (1989); 

Unisys v. Ramallo Brothers, 128 DPR 842 (1991). Ello no es distinto en los 

casos que involucren un acreedor hipotecario.  

 Por su parte, el contrato de hipoteca, como todo contrato, requiere 

para su validez que concurran los elementos esenciales de consentimiento, 

objeto y causa. 31 LPRA sec. 3391. Adicionalmente, la validez del contrato 

de hipoteca depende de que se cumplan los siguientes requisitos: (1) que 

se constituya para asegurar el cumplimiento de una obligación principal; (2) 

que la cosa hipotecada pertenezca en propiedad al que la hipoteca; (3) 

que las personas que constituyan la hipoteca tengan la libre disposición de 

sus bienes o en caso de no tenerla, se hallen legalmente autorizadas para 

ello; y (4) que la escritura se inscriba en el Registro de la Propiedad. 31 

LPRA secs. 5001 y 5042. (Énfasis nuestro).  
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 Un contrato de hipoteca en el que el inmueble hipotecado no 

perteneció a quien lo gravó es nulo, lo que representa un serio problema 

para el acreedor. Pérez Rosa v. Morales Rosado, supra, págs. 225-226; 

Romero v. S.L.G. Reyes, 164 DPR 721, 738 (2005). Ello así, toda vez que 

la ausencia de la facultad para gravar el inmueble “[c]iertamente incid[e] en 

el convenio de garantía hipotecaria, pudiendo afectarse así el interés del 

banco sobre el inmueble que garantiz[a] el pago del préstamo”. Pérez Rosa 

v. Morales Rosado, supra. Es por ello que una solicitud u orden para revertir 

la titularidad del inmueble a quien en derecho le corresponde -como 

sucedió en el caso de autos- puede afectar el derecho real de garantiza del 

acreedor. Lo anterior, ha resuelto nuestro Tribunal Supremo, constituye 

“[l]a situación necesaria para que una persona se considere parte 

indispensable en un litigio”. Pérez Rosa v. Morales Rosado, supra, pág. 

226.   

 Otros aspectos fundamentales para determinar si un acreedor es 

parte indispensable son los remedios solicitados y concedidos determinado 

pleito. Id., pág. 227. Un claro ejemplo de ello ocurre cuando se solicita la 

anulación de los asientos registrales generados a raíz de un negocio 

nulo, pues el acreedor hipotecario vería desaparecer su garantía real. Id. 

En esas instancias, debe concedérsele oportunidad al acreedor de 

comparecer y defender sus intereses23, ya que una decisión a los efectos 

antes indicados podía lesionar directamente tales intereses. Romero v. 

S.L.G. Reyes, supra, pág. 739. Además, véase García López v. García 

López, res. el 10 de abril de 2018, 2018 TSPR 57, pág. 2, reafirmando que:  

[e]n cualquier pleito donde se cuestione la validez de un 
negocio jurídico relacionado a un bien inmueble, se 
considerarán partes indispensables aquellas personas que -
posterior a la inscripción del asiento correspondiente al 
referido negocio en el Registro de la Propiedad- hayan 
adquirido algún derecho real o interés en el inmueble en 
cuestión que surja del mencionado Registro. 
 

 

                                                 
23 Considérese, a modo de ejemplo, la defensa de tercería registral reconocida en el 
Artículo 35 de la Ley Núm. 210-2015, según enmendada, conocida como la Ley del 
Registro de la Propiedad Inmobiliaria del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 30 LPRA 
sec. 6050.  
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B. El relevo de sentencia 

 Por otro lado, la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 49.2, le confiere al tribunal de primera instancia la facultad de eliminar o 

modificar los efectos de una sentencia, resolución, u orden bajo 

determinadas circunstancias. Piazza v. Isla del Río, 158 DPR 440 (2003); 

Pardo Santos v. Sucn. Stella, 145 DPR 816 (1998). El relevo de un 

dictamen, orden o procedimiento se refiere a un mecanismo procesal que 

procura impedir que tecnicismos y sofisticaciones frustren los fines de la 

justicia. Sin embargo, también ha establecido el Tribunal Supremo que no 

es una llave maestra para reabrir a capricho un pleito ya adjudicado y echar 

a un lado la sentencia correctamente dictada. Imp. Vilca, Inc. v. Hogares 

Crea, Inc., 118 DPR 679 (1987); Ortiz Serrano v. Ortiz Díaz, 106 DPR 445, 

449 (1978). Véase, además, J. A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho 

Procesal Civil, Publicaciones J.T.S., 2000, Tomo II, pág. 783.  

 Una vez demostrado el fundamento en el que se basa la solicitud de 

relevo de sentencia, es menester también persuadir al tribunal para que 

ejercite su discreción, a los efectos de dejar sin efecto la sentencia. La 

Regla 49.2, supra, debe ser interpretada liberalmente, más no puede 

entenderse que puede utilizarse en sustitución de los recursos de revisión 

o reconsideración. Rivera Meléndez v. Algarín Cruz, 159 DPR 482 (2003); 

Piazza Vélez v. Isla del Rio, Inc., supra; Olmedo Nazario v. Sueiro Jiménez, 

123 DPR 294, 299 (1989).    

 Para que proceda el relevo de sentencia, es indispensable que se 

presente ante el foro adjudicador una moción en la que se alegue al menos 

una de las razones enumeradas en la Regla 49.2, supra.  Estas son: (1) 

error, inadvertencia, sorpresa o negligencia excusable, (2) descubrimiento 

de evidencia esencial, (3) fraude, (4) nulidad de sentencia, (5) que la 

sentencia fue satisfecha o revocada, o (6) cualquier otra razón que 

justifique dejarla sin efecto. Id. (Énfasis nuestro).   

 Una sentencia es nula “cuando se ha dictado sin jurisdicción sobre 

la materia o las partes, o, en alguna forma infringe el debido proceso de 
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ley.” Figueroa v. Banco de San Juan, 108 DPR 680, 689 (1979). La Regla 

49.2, supra, provee uno de los mecanismos procesales que se tiene 

disponible para solicitar al foro de instancia el relevo de los efectos de una 

sentencia cuando se aduzca nulidad o estén presentes algunos de sus 

demás causales.   

 En lo pertinente al presente caso, la Regla 49.2(c), supra, establece 

que, mediante moción y ante condiciones justas, el tribunal podrá relevar a 

una parte o a su representante legal de una sentencia, orden o 

procedimiento por la tratarse de una sentencia, orden o procedimiento nulo. 

Téngase presente que el relevo de sentencia persigue como uno de sus 

objetivos que en la disposición de los casos no se vean frustrados los fines 

de la justicia mediante tecnicismos y sofisticaciones. Id.; Ortiz Serrano v. 

Ortíz Díaz, 106 DPR 445, 449 (1977).    

 Como regla general, sirve como base a los preceptos antes 

esbozados el principio rector de que, ante una sentencia nula, “[n]o hay 

discreción para el relevo, hay obligación de decretarla nula… 

independientemente del hecho de que la solicitud a tales efectos se haga 

con posterioridad a haber expirado el plazo de seis (6) meses […]”. García 

Colón et al. v. Sucn. González, 178 DPR 527, 540 (2010); Montañez v. 

Policía de PR, 150 DPR 917, 922 (2000). En clara concordancia, el Tribunal 

Supremo ha reconocido la facultad inherente del tribunal, ya sea motu 

proprio o a instancia de parte interesada o afectada, para dejar sin efecto 

en cualquier momento una sentencia nula, bien conforme a la citada Regla 

49.2, como mediante un pleito independiente. Figueroa v. Banco de San 

Juan, supra, pág. 688.    

III 

 En el caso que nos ocupa, el TPI denegó la petición de relevo de 

sentencia incoada por la señora Virella -a la que Oriental Bank se unió- por 

entender que el fundamento de parte indispensable esbozado por estos era 

improcedente. El TPI entendió que Oriental Bank no era parte 

indispensable en el pleito D AC1999-1232, porque no tenía nada que 
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defender, pues el derecho real de garantía que pudiese justificar su 

comparecencia nunca existió. Y es que, según el razonamiento del TPI, 

con la resolución del 15 de febrero de 2007, la cual dejó sin efecto la 

sentencia en rebeldía de 2001, las transacciones efectuadas a raíz de la 

misma, incluyendo la inscripción de la titularidad exclusiva del inmueble a 

favor de la señora Virella y el gravamen hipotecario constituido por ésta, 

quedaron invalidados ipso facto.  Por tanto, el TPI resolvió que el contrato 

de hipoteca fue nulo, lo que para efectos del análisis implicaba que Oriental 

Bank nunca fue un “acreedor hipotecario” con derecho a comparecer como 

parte indispensable.  

 Sin embargo, la anterior conclusión no se ajusta al estado de 

derecho vigente. El dictamen apelado falla en conciliar los hechos del caso 

con preceptos básicos de nuestro ordenamiento registral inmobiliario y las 

nociones del debido procedimiento de ley, en las que se apoya la figura 

procesal de la parte indispensable. Desde el 11 de julio de 2006, Oriental 

Bank otorgó un préstamo a la señora Virella garantizado con el inmueble 

que -según las constancias del Registro de la Propiedad-  pertenecía 

exclusivamente a ésta. Conforme a ello, sostiene que la hipoteca fue 

debidamente constituida, fundamentado en la doctrina del tercero registral. 

Desde entonces, Oriental Bank ha sido acreedor hipotecario con interés 

propietario en la garantía real a su favor. Esa realidad no queda 

automáticamente desvirtuada -como sugiere el dictamen apelado-  por el 

hecho de que, el 15 de septiembre de 2007 el TPI invalidara la sentencia 

en rebeldía de 2001 y resolviera “comenzar de cero” el pleito de liquidación 

de bienes.  

 Según señalamos, es precisamente la amenaza real de que la 

hipoteca desapareciera, como en efecto ocurrió, debido a la ausencia de 

facultad de la señora Virella para gravar el inmueble, lo que obligaba la 

inclusión de Oriental Bank en el pleito para salvaguardar su derecho a 

defender su garantía. Conforme a la jurisprudencia antes reseñada, ello 

cobra mayor fuerza cuando las determinaciones de un pleito pueden 
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implicar -como se reconoce en este caso- la anulación de los asientos 

registrales generados a raíz de un negocio nulo, pues ello conduce, salvo 

que opere alguna defensa, a la pérdida de la garantía real del acreedor. 

Con su proceder, el TPI ignoró esa realidad y, sobre todo, privó a Oriental 

Bank de su derecho a comparecer en el pleito D AC1999-1232 a defender 

su interés propietario sobre el derecho real que posee, como, por ejemplo, 

mediante la defensa de la tercería registral invocada en favor de su crédito 

hipotecario. Por tanto, a Oriental Bank le asiste la razón en su 

planteamiento de no haber sido acumulado como parte indispensable en el 

pleito sobre liquidación de bienes. García López v. García López, supra., 

Romero v. S.L.G., Reyes, supra. Sobre una situación similar a la de este 

último caso, el Tribunal Supremo expresó lo siguiente:  

A la luz de lo antes expuesto, resulta forzoso concluir que el Western 
Federal Saving Bank es parte indispensable en este pleito. Ciertamente, al 
Banco se le privó de su derecho al debido proceso de ley, al no incluírsele 
como parte en el presente litigio y al pretender declarar como final una 
sentencia que declaró la nulidad del contrato de compraventa y que ordenó 
la anulación en el Registro de la Propiedad de los asientos provocados por 
esa escritura. Al Banco, como acreedor hipotecario, debió habérsele dado 
la oportunidad de defender sus intereses, ya que la sentencia del foro de 
instancia podía lesionarlos directamente. En estas circunstancias, la falta 
de incluir al Banco como parte en el presente litigio conlleva la revocación 
de la sentencia recurrida. Ibid; a las págs. 738-739.  
 
 En nuestro análisis no debe pasarse desapercibido que el pleito que 

hoy atendemos es el resultado directo de la conducta que la señora Virella 

ha desplegado en la tramitación de los pleitos que precedieron el presente 

remedio. Asimismo, somos consistentes de que su planteamiento de parte 

indispensable ocurrió luego que en la sentencia del 25 de enero de 2016, 

la cual advino final y firme, el TPI acatara nuestro mandado y ordenara a la 

señora Virella a pagar al señor Matos una renta por el uso exclusivo del 

inmueble. Hacía más de una década que esta conocía que Oriental Bank 

tenía un derecho real sobre el inmueble objeto del pleito. Sin embargo, lo 

anterior no desvirtúa el hecho de que aquí se vulneró la doctrina de parte 

indispensable en lo que respecta a Oriental Bank. Esto es un defensa 

irrenunciable que acarrea implicaciones jurisdiccionales, que puede ser 
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invocada por cualquier parte y en cualquier etapa procesal y así lo reclamó 

directamente el propio Banco.  

De ahí que, según invocado por Oriental Bank y a la luz de nuestro 

estado de derecho vigente, procede revocar la Sentencia Parcial apelada 

y decretar la nulidad de la Sentencia previamente dictada por el TPI, en la 

que se había dispuesto, a su vez, la nulidad del gravamen registral 

hipotecario en favor de Oriental Bank. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones.  

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 


